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ANEXO

PROYECTO DE CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS MAYORES
Propuestas específicas 

En lo que refiere al Preámbulo del proyecto de Convención, se comparte el tenor de las disposiciones del mismo, entendiendo que su contenido constituye una guía fundamental para la interpretación de la Convención, de conformidad al artículo 31 (Regla General de Interpretación) de la Convención de Viena de 1969 sobre el derecho de los tratados.

A modo de ejemplo, se destacan particularmente los siguientes párrafos del preámbulo, por considerar que los mismos recogen las mejores prácticas y tendencias en materia de envejecimiento, tales como el párrafo J (principio de no discriminación), K (tendencias actuales del envejecimiento poblacional), L (heterogeneidad de dicho envejecimiento), M (transversalización en las políticas públicas en la materia), N (particular situación de vulnerabilidad de esta franja de la población) y R (apuesta por un cambio de paradigma para el abordaje de asuntos de vejez y envejecimiento).

Adicionalmente se comparte el párrafo W del preámbulo teniendo presente el potencial rol de la Convención Interamericana para una futura unificación de conceptos, criterios y estándares relativos a los derechos de las personas adultas mayores.

En lo que refiere al Capítulo 1 (Ámbito de aplicación y definiciones), específicamente el artículo 1, se entendió necesario aceptar como postura  la definición (que parece ser la emergente) de “persona mayor” como aquella de edad igual o superior a 60 años. 

Si bien no existe un tratado internacional jurídicamente vinculante que defina lo que se entiende por persona mayor, el conceptualizarla como aquella mayor de 60 años permite incorporar a una franja de población particularmente vulnerable.

Para Uruguay “persona mayor” es aquella que supera los 65 años y, consecuentemente, las transferencias económicas se realizan a partir de esta edad. No obstante ello, se valora como más apropiada la definición del artículo 1 del proyecto de Convención Interamericana.

En lo que respecta al Artículo 2 (Definiciones), se comparten las mismas por entender que recogen las nuevas tendencias conceptuales de envejecimiento como proceso y de vejez como construcción social que delimita  la última etapa vital.

Con referencia al Capítulo 2 (Principios Generales), se acompañan los principios enumerados en el art. 3 del proyecto de Convención. Debe tenerse presente que el recientemente creado Instituto del Adulto Mayor en Uruguay, ha incorporado en sus prioridades y objetivos el tema de la inclusión social de las personas mayores, la necesidad de visibilizar su desprotección así como la conveniencia de llevar adelante una protección social integral, dejando atrás el enfoque asistencialista de los últimos años.

En lo relativo al artículo 4 se considera que esta disposición desempeña un papel catalizador del reconocimiento de los derechos humanos de las personas mayores y al mismo tiempo constituye una norma que aboga por la eliminación de políticas restrictivas hacia esta franja de población.

Con referencia al Capítulo 3 (Deberes Generales de los Estados Partes), también se comparte la posición innovadora que presenta el proyecto de Convención Interamericana en materia de políticas públicas.

En relación al Artículo 5 A, no se comparte la propuesta  de eliminar “identidad de género”. La discriminación por identidad de género está reconocida en Uruguay en su legislación interna y es contemplada y recogida en los principales instrumentos internacionales de derechos humanos.  En el caso de las personas mayores, ésta constituye una forma de discriminación agravada por sumar una nueva situación de vulnerabilidad a las que ya se padecen en la etapa de envejecimiento, formando parte por ello del concepto de discriminación múltiple. 

 Igualmente no se comparte la propuesta de eliminar “orientación sexual” e “identidad de género” por las mismas razones expuestas precedentemente, esto es, por configurar una situación de discriminación múltiple. 
En lo que respecta al Capítulo 4 (Derechos Protegidos) cabe destacar la importancia del Artículo 6 por el cual los Estados Parte deben adoptar medidas que prohíban la discriminación contra las personas adultas mayores. Como lo demuestra una amplia bibliografía, la discriminación hacia estas personas constituye una realidad presente en todos los Estados del continente, por tanto es más que oportuno y valioso la inclusión de este artículo.

En relación al Artículo 7, tampoco puede acompañarse la propuesta de sustituir “encarnizamiento” por “exagerado abordaje”. Debe tenerse presente que en los ámbitos sanitarios se utiliza el concepto de encarnizamiento terapéutico como acción que evidencia la intencionalidad de provocar un daño que es a lo que apunta esta disposición.

Sobre al Artículo 8, y por las razones ya expresadas anteriormente, Uruguay no puede acompañar la propuesta de eliminación de “orientación sexual e identidad de género”. 

En cuanto al Artículo 10 (derecho a brindar consentimiento libre e informado). En cuanto al título no se entiende oportuno incluir la palabra “previo” al consentimiento, el cuál por definición se debe manifestar con anterioridad a cualquier decisión. En Uruguay  la figura del consentimiento previo es exigida por el Ministerio de Salud Pública a las instituciones públicas y privadas.

Con relación al Artículo 10. C, la expresión “en pleno uso de sus facultades” ofrece algunos inconvenientes ya que debería definirse que se entiende por pleno uso de sus facultades y adicionalmente probar que se actuó de este modo. Por tanto, Uruguay  no está en condiciones de acompañar esta propuesta.

En cuanto al Artículo 10 D, tercera línea, se sugiere utilizar un lenguaje genérico. Por tanto se debería  incluir la siguiente propuesta: “Que se garantice ese derecho a todas las personas mayores, con independencia…”.
En lo concerniente al Artículo 15 (Derecho a la Seguridad Social) si bien la propuesta peruana en el inciso B gramaticalmente es correcta, no necesariamente se ajusta a lo que ocurre en la práctica y legislación de otros países. En otras palabras, y particularmente para el caso de Uruguay, no solamente la viudez de la mujer casada determina una prestación social sino también el fallecimiento del concubino. Por lo tanto, se sugiere incorporar un lenguaje más amplio que atienda estas otras formas de familia.  

Con referencia al Artículo 15 .C  se sugiere modificar la propuesta peruana por la de “transferencia económica”, concepto que se opone al asistencialismo y que denota la responsabilidad del Estado de hacer aportes a las personas mayores atendiendo a sus necesidades específicas.

Particular reflexión merece el Artículo 16.b “Está prohibida la discriminación y el establecimiento de un límite máximo de edad en la admisión de la persona mayor a cualquier trabajo o empleo, salvo en aquellos casos en los que la naturaleza del cargo lo exija”. 

Esta disposición va en contra de la legislación laboral y administrativa uruguaya que contempla edades mínimas de admisión para una carrera o trabajo (servicio exterior, personal militar, funcionarios públicos, etc.). En consecuencia,  se propone eliminar dicha disposición.  

En cuanto al Art. 17 (Derecho al disfrute del más alto nivel posible de la salud física y mental), apartado A, no se comparte la propuesta de eliminación de la palabra “reproductiva” ya que no se ajusta a la realidad. Debe tenerse presente que los hombres adultos mayores continúan teniendo capacidad de reproducción en esa etapa vital.

En lo que tiene que ver con el Art. 17. a 2, se sugiere incorporar la palabra “corto” a efectos que se contemplen los servicios de cuidado de corto y largo plazo. La razón de esto obedece a que existe una categoría de cuidados, denominados de media estancia, que por definición son transitorios tales como los casos de aquellas personas que se vuelven dependientes por una enfermedad o discapacidad física momentánea (ejemplo, las personas adultas mayores que padecen una fractura de cadera o enfermedad física temporal).

En relación al Art. 17. a. 6, se entiende que  es más correcto hablar de sistemas de salud basados en los principios que rigen la atención primaria para personas mayores. Estos principios (información, participación, promoción, etc.) son los que deben pautar esta atención clínica. En tal sentido, se sugiere incorporar las palabras “en los principios de” a efectos de que la frase se lea “sistemas de salud basados en los principios de atención primaria”. 

Concerniente al Art. 17 a 11, quinto renglón, se sugiere eliminar la palabra “ayuda” por entender que la misma incorpora el concepto de asistencialismo el cuál ha sido superado, al menos en el caso de Uruguay, por el concepto de transferencias económicas, que implica la responsabilidad y obligación del Estado de ofrecer respuestas a esta franja de la población. 

En cuanto al Art. 20 (Derecho a la Vivienda y un Medio Ambiente sano), inc. C, se sugiere incluir luego de la palabra emergencia “incluida emergencia humanitaria” y luego de la palabra desalojos la expresión “vinculados a estas situaciones”.

En cuanto al Artículo 30, se imponen dos comentarios. En primer lugar, no puede aceptarse la propuesta peruana de eliminación del párrafo por las razones precedentemente expuestas relativas a las orientaciones sexuales e identidad de género de las personas mayores. En segundo lugar, no se comprende la sugerencia de remplazar este párrafo por un texto “inclusivo”.

En cuanto al Capítulo 6 (Acceso a la Justicia), Art, 34 g., no puede acompañarse propuesta peruana por lo mencionado anteriormente en el sentido de que es difícil determinar cuando la persona mayor actúa en ejercicio de sus facultades.

En lo que el Artículo 35 (Protección Judicial) se imponen tres comentarios. En primer lugar, se está ante una disposición de muy difícil implementación ya que resulta de extrema dificultad asegurar por parte de cada Estado que ratifique esta Convención que a la persona mayor se le concederá el derecho de un “recurso sencillo y rápido” ante la justicia competente por su sola condición de persona mayor.

En segundo lugar, la propuesta peruana de “trato preferente” puede interpretarse como una acción afirmativa que no puede garantizarse en la esfera judicial, ya que tal como lo establece la Constitución de la República Oriental del Uruguay, todas las personas son iguales ante la ley. 

En tercer lugar, este art. 35, que establece una protección judicial específica para personas mayores, debe leerse conjuntamente con el artículo 38 (Sistema de Peticiones Individuales). En consecuencia, de aceptarse el lenguaje del último proyecto de Convención, su incumplimiento habilitaría  una acción ante el Sistema Interamericano, lo cual no parece coherente con las realidades judiciales de los diferentes Estados del sistema interamericano.

En cuanto al Capítulo 8 (Mecanismos de Protección y Seguimiento del Cumplimiento de la Convención) se coincide con los dos mecanismos previstos, esto es, la presentación de informes periódicos y un sistema de peticiones individuales. 

No obstante se imponen algunos comentarios. Con relación a la presentación de informes, la propuesta peruana apunta a que el grupo de trabajo (al cual se deben dirigirse los informes) sea de carácter “permanente”. No queda claro si la permanencia se aplica a la membrecía. Este órgano de vigilancia debe inspirarse en el principio de rotación de sus miembros a efectos de que los mejores expertos puedan formar parte de este mecanismo.

En cuanto al sistema de peticiones individuales, se considera un paso sumamente importante la justiciabilidad de los Derechos de las personas mayores por lo que se coincide con el texto actual. 
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